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Asunto

Acta de la sesión AYT/PLE/8/2018 
ACTA SESIÓN PLENARIA ORDINARIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 2.018
FORMATO WEB
En la Casa Consistorial del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, siendo las 19:00 horas del 29 de noviembre de 2018, bajo la Presidencia del Alcalde, D. DIONISIO LUGUERA SANTOVEÑA (PSOE), se reunieron en el salón de plenos de la Casa Consistorial, previa citación cursada al efecto, los Sres. Concejales:
D.ª EVA BALBÍN GARCÍA (PP).
D. JULIÁN VÉLEZ GONZÁLEZ (PP).
Dª MAGDALENA NAVARRO GUTIÉRREZ (PP).
Dª ISABEL SÁNCHEZ DE RAMÓN (PP).
D. ANDRÉS GONZÁLEZ BENGOCHEA (PP).
Dª YOLANDA ORTEGA TAZÓN (PSOE).
D. FLORENCIO ROIZ GUTIÉRREZ (PRC).
Dª BELINDA FRANCO GARCÍA (PRC).

D. MARTÍN ÁNGEL CHAVES PEÑA (GANEMOS JUNTOS-IU).
al objeto de celebrar sesión ordinaria, en primera convocatoria, de Pleno.
No asisten, excusando su asistencia, D JUAN RAMÓN RUIZ NORIEGA (PSOE).
Da fé del acto el secretario de la corporación, Dª. YOVANA MENÉNDEZ GARCÍA.
Comprobando por el Sr. Secretario que existe quórum suficiente para celebrar la sesión, por orden del Sr. Alcalde-Presidente se pasa al conocimiento de los asuntos incluidos en el Orden del Día de fecha 26-11-2018.
PARTE RESOLUTIVA

1º.- APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

ACTA DE LA SESIÓN PLENARIA ORDINARIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 2.018. 

Visto el acta de la sesión anterior, relativo a la sesión plenaria ordinaria, de fecha 3 de octubre de 2.018, de obrante en el expediente.

Se da cuenta de la misma.

Abierto el turno de intervenciones, no se produce ninguna.
Cerrado el turno de intervenciones, se somete el acta a votación, resultando aprobada por unanimidad de los miembros presentes (presentes, diez de los once miembros que componen el número total legal de miembros de la Corporación).

Por tanto, por unanimidad de los concejales presentes, se aprueba el acta de sesión plenaria ordinaria, de fecha 3 de octubre de 2.018.

2º.- EXPTE. AYT/809/2018. […]. BONIFICACION IBI DE INMUEBLES PROPIEDAD DE LA COFRADIA DE PESCADORES.  

ASUNTO.- SOLICITUD DE LA BONIFICACIÓN DEL 50% DEL IBI, POR PARTE DE LA COFRADÍA DE PESCADORES DE SAN VICENTE DE LA BARQUERA.

I.- Vista la solicitud presentada en fecha 15 de mayo de 2.018, nº de registro de entrada municipal 1.668, por parte de la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, representados por […], Patrón Mayor de la misma, que expone lo siguiente: “Que la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, es una entidad sin ánimo de lucro, declarada de utilidad pública, que viene prestando servicios tanto a las gentes de la mar como a todo el pueblo de San Vicente de la Barquera desde tiempos inmemoriales. (…).

Por lo que solicita que, atendiendo a las condiciones sociales, culturales, histórico artísticas y de fomento del empleo que realiza la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, se acuerde por el Pleno de la Corporación municipal, la aprobación de la bonificación del 50% estipulada en el apartado nº 5 del art. 13 de la Ordenanza Fiscal nº 1 reguladora del IBI, para los recibos del IBI en los que aparece como sujeto pasivo la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera.”

II.- Visto el informe emitido por el Interventor Municipal, en fecha 20 de noviembre de 2.018.

III.- Visto el informe jurídico, emitido por la Secretaria Municipal, en fecha 21 de noviembre de 2.018.

IV.- Visto lo preceptuado en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante RD Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, en su artículo 74.2.quarter, que regula las bonificaciones potestativas de este impuesto, establece que: 

2 quáter. Los ayuntamientos mediante ordenanza podrán regular una bonificación de hasta el 95 por ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de inmuebles en los que se desarrollen actividades económicas que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración. Corresponderá dicha declaración al Pleno de la Corporación y se acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la mayoría simple de sus miembros.

V.- Por su parte la ordenanza fiscal municipal nº 1, Reguladora del Impuesto sobre Bienes Inmuebles,  dispone en su el apartado 5 del artículo 13 de la Ordenanza nº 1 Reguladora del Impuesto sobre bienes inmuebles el siguiente tenor literal:

“Gozarán de una bonificación de hasta el 50% en la cuota íntegra del impuesto, aquellos inmuebles en los que se desarrollen actividades económicas que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración”
VI.- En aplicación de la normativa señalada corresponde al Pleno de la Corporación por mayoría simple de sus miembros, determinar si el inmueble para el que se pide la bonificación se encuentra en el supuesto de inmueble en los que se desarrollen actividades económicas que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración y así mismo determinar la bonificación solicitada que no podrá superar el 50% de la cuota íntegra del impuesto.

Así mismo se debe de determinar mediante la referencia catastral el inmueble para el que se aprobará dicha bonificación y afectarla a la cualificación que la declare de especial interés o utilidad municipal.”

VII.- Considerando que se dan los supuestos necesarios para declarar las obras de especial interés o utilidad municipal por cuanto se trata de una actividad  de interés público para el término municipal, en la cual concurren circunstancias sociales, culturales y de fomento del empleo para nuestro término municipal, como supone la actividad de la citada Cofradía de pescadores.

VIII.- Vista la Propuesta de Acuerdo, emitida por la Alcaldía, en fecha 21 de noviembre de 2.018, a la Comisión Informativa permanente de Urbanismo, Patrimonio, Régimen Interior, Hacienda y Especial de Cuentas.

IX.- Visto el Dictamen favorable emitido por la sesión ordinaria, de fecha 26 de noviembre de 2.018, de la Comisión Informativa permanente de Urbanismo, Patrimonio, Régimen Interior, Hacienda y Especial de Cuentas.

Abierto el turno de intervenciones, se producen las siguientes: primeramente, toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos-IU), que se muestra a favor de la bonificación del 50% del IBI en los términos expuestos.

A continuación interviene D. Florencio Roiz, Portavoz del PRC, que se muestra a favor de aprobar la bonificación del 50% del IBI sobre el edificio principal de la Lonja. Añade que la Cofradía de Pescadores, a través de sus representantes, es muy libre de solicitar la bonificación indicada para más locales, pero en este caso concreto, se está concediendo la bonificación para el edificio principal de la lonja, como bonificación potestativa, y en base a que se considera que sobre el mismo, se dan las circunstancias excepcionales que motivan esta bonificación. Es decir, que se considera que los demás extremos o locales no se consideran incluidos en esta bonificación. Asimismo, la Cofradía debe tramitar estos pagos a través de los ingresos de su actividad, y no a través de bonificaciones en impuestos como el IBI, que son impuestos públicos, es decir, de todos nosotros, y la bonificación sobre el mismo, debe ser excepcional, puntual y muy motivada.

Tras esta intervención, toma la palabra el Acalde-Presidente, D. Dionisio Luguera Santoveña, (PSOE), que considera que la actividad principal de la Cofradía se desarrolla en la Lonja o edificio objeto ahora de bonificación del IBI, y no en los otros dos locales objeto de controversia, es decir, por una parte un almacén, y por otra, unas neveras, que entiende no tienen la trascendencia de la lonja principal. Por ello, se muestra de acuerdo con que la bonificación, potestativa y excepcional opere sobre el edificio principal indicado anteriormente, y no sobre los otros dos locales indicados.

A continuación, interviene el Portavoz del PP, D. Julián Vélez González, explica que se solicita esta bonificación debido a que anteriormente este impuesto se sufragaba por Puertos. Por lo que, hace unos años que este impuesto se deriva a la Cofradía de Pescadores, y se efectúa solicitud de bonificación del IBI a este Ayuntamiento en el año 2.016, 2017, para sus tres locales, es decir, para todos los recibos en los cuales la Cofradía de Pescadores es sujeto pasivo.

Se informa la referencia catastral por el técnico municipal. 
Entiende que la cofradía pide la bonificación del IBI para los tres locales, no para uno. Aclara que la Cofradía no es el propietario de los edificios, sino el gestor de los mismos.

Por lo que la solicitud de la Cofradía de Pescadores es para los tres locales, no sólo para un local. Entiende que es una cuestión del equipo de gobierno.

Ahora mismo no va a cuestionar el porcentaje de la bonificación operado sobre la ordenanza, que a su juicio, debería ser el máximo permitido por la normativa estatal, objeto de desarrollo en la ordenanza local, es decir, del 95 %, o bien del 90 % y no del 50%, porcentaje que le parece escaso. Aunque entiende que este extremo no es objeto de debate ahora mismo.

Por lo que, el Grupo Municipal Popular propone formular una propuesta alternativa, que sería la aplicación de la bonificación del 50% del IBI a todos los locales expuestos que gestiona la Cofradía de Pescadores, no solamente a la Lonja.

Añade que el acuerdo que ahora se está proponiendo, y asímismo, el dictamen adoptado por la Comisión informativa de referencia es otro distinto a la solicitud presentada por la Cofradía de Pescadores.

Toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos IU), que entiende que se debe votar el dictamen entendiendo que en el mismo solamente se incluye dentro de la bonificación potestativa del IBI del 50% de la cuota, el edificio principal de la Lonja, y no los otros dos locales, ya que estos dos últimos locales entiende que no cumplen los requisitos previos exigidos para aplicar esta bonificación potestativa, excepcional y puntual.

Responde el Portavoz del PP que respeta esta opinión.

El Portavoz del PRC expone que votará a favor de la propuesta de bonificar el IBI solamente al edificio principal de la Lonja, en los términos expuestos.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete la propuesta de acuerdo a votación, que ofrece el siguiente resultado: Votos a favor 5 (dos votos a favor PSOE, dos votos a favor PRC, y un voto a favor Ganemos Juntos IU), votos en contra 0 y abstenciones 5 (cinco votos de abstención del PP), estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación. Por tanto, por mayoría simple de votos a favor, el Pleno adoptó el siguiente acuerdo:
PRIMERO.- Declarar de especial interés público para el término municipal, por sus circunstancias sociales, culturales y de fomento del empleo, la actividad económica de la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, según la solicitud presentada en documento de fecha de registro de entrada municipal 15 de mayo de 2.018, nº de registro de entrada municipal 1.668, por parte de la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, representados por […], Patrón Mayor de la misma.
SEGUNDO.- Aprobar la aplicación de una bonificación del  50% en la cuota íntegra del IBI (Impuesto sobre Bienes Inmuebles) sobre aquellos inmuebles en los que se desarrollen actividades económicas que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración, prevista en la Ordenanza fiscal municipal nº 1 reguladora del IBI, artículo 13.5. En este caso, a la actividad económica de la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera (Cantabria).
Así mismo se determina la referencia catastral del inmueble objeto de esta bonificación y se afecta a la cualificación que la declare de especial interés o utilidad municipal, que según informe técnico la referencia catastral es: 6848801UP8064N0001YT.

TERCERO.- Notificar, a los efectos oportunos, el presente acuerdo a la Cofradía de Pescadores de San Vicente de la Barquera, así como a los Departamentos Municipales de Intervención y Recaudación.

3º.- EXPTE. AYT/1440/2018. […]. SOLICITUD INFORMACION SOBRE LOS PASOS A SEGUIR PARA REALIZAR TRASPASO DE PUESTO EN LA PLAZA DE ABASTOS.  

I.- Visto que en fecha 17 de septiembre de 2.018, nº de registro de entrada municipal 3.206, se presenta por […], solicitud de información, ya que actualmente es arrendatario de un local sito en la Plaza de Abastos de San Vicente de la Barquera, y que tiene intención de traspasarlo, lo que pone en conocimiento del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera. Solicita asimismo, información sobre los pasos a seguir para su tramitación.

II.- Vista la Providencia de inicio de Alcaldía, de fecha 9 de octubre de 2.018.

III.- Vista la notificación de información emitida desde esta Entidad Local, sobre la tramitación del traspaso de los puestos solicitada, en fecha 15 de octubre de 2.018, nº de registro de salida 3.400. 

IV.- Vista la Propuesta de Dictamen emitida en fecha 21 de noviembre de 2.018, por la Presidenta de la Comisión Informativa de Educación, Cultura, Deporte, Juventud, Turismo, Comercio, Sanidad y Servicios Sociales.

V.- Visto el dictamen favorable emitido por la Comisión Informativa ordinaria, de Educación, Cultura, Deporte, Juventud, Turismo, Comercio, Sanidad y Servicios Sociales, celebrada en fecha 26 de noviembre de 2.018.

ANTECEDENTES DE HECHO:

PRIMERO.- Visto que […], figura como titular arrendatario del puesto de la plaza de abastos nº 2 – antiguos puestos 8 y 9, dedicados a charcutería, ello por acuerdo de AUTORIZACIÓN DE SUBROGACIÓN en el puesto actual nº 2 de la Plaza de Abastos, de […], a favor de […], mediante ACUERDO PLENARIO de sesión ordinaria, de fecha 26 de marzo de 2.015, nº de expediente 414/2015.

SEGUNDO.- Visto que […] ostenta contrato de arrendamiento de puestos de la plaza de abastos antiguos puestos 8 y 9 y actual puesto nº 2, destinado a charcutería, desde fecha 30 de enero de 1980, según consta en el expediente del Archivo, en acuerdo plenario de sesión ordinaria, de fecha 30 de enero de 1.980, así como en informe de  la Secretaria Municipal, de fecha 23 de noviembre de 2.006.
TERCERO.- En fecha de uno de febrero de 2.010, el Pleno del Ayuntamiento, adopto, entre otros un acuerdo relativo a la reanudación de los contratos de arrendamiento de los puestos del mercado de abastos. En los apartados primero y sexto de la parte dispositiva del citado acuerdo, se establece lo siguiente:

“PRIMERO.- Comunicar a […] que puede ocupar el local número 2 de la Plaza de Abastos, que se corresponde con los puestos número 8 y número 9 antiguos ocupados por […], con una superficie de 18,36 m2. El plazo máximo para la ocupación es de treinta días a contar desde la notificación de este acuerdo.

Aprobar la actualización de las rentas de los locales 8 y 9 antiguos, que queda como sigue:

· Local 8:

· renta actualizada 60,76 euros más IVA al mes.

· Renta exigible primer año 20%: 12,152 euros más IVA al mes, que se incrementaría un 10% anualmente hasta alcanzar el 100%.

· Local 9:

· renta actualizada 52,73 euros más IVA al mes.

· renta exigible primer año 30%. 15.819 euros más IVA al mes, que se incrementaría un 10% anualmente hasta alcanzar el 100%.

La renta a abonar por los puestos 8 y 9 (actual puesto nº 2) para el año 2.010 es de: 12,152 más IVA euros, más 15,819 euros más IVA al mes.”

CUARTO.- Visto el informe jurídico, emitido por la Secretaria Municipal, en fecha 10 de octubre de 2.018.

QUINTO.- Visto el escrito presentado en fecha 19 de octubre de 2.018, nº de registro de entrada municipal 3.599, por […], por el cual expone que es arrendatario del puesto nº 2 de la Plaza de Abastos de San Vicente de la Barquera, y que se pretende el traspaso a […], por el importe de 10.000 euros, de los cuales 7.000 € corresponden al precio de muebles y enseres, y 3.000 € al precio del traspaso propiamente.

SEXTO.-  Visto el escrito presentado en fecha 22 de octubre de 2.018, nº de Registro de Entrada Municipal 3.614, por […], por el cual se compromete en virtud del precepto 32.2 de la LAU de 1964, a cumplir la obligación de permanecer en el local, sin traspasarlo, el plazo mínimo de otro año, y destinarlo durante este tiempo por lo menor, a negocio de la misma clase que el que se venía ejerciendo por el arrendatario.

SÉPTIMO.- Visto el informe jurídico, emitido por el Secretario Municipal, en fecha 21 de noviembre de 2.018.

FUNDAMENTOS DE DERECHO:
PRIMERO.- El contrato de arrendamiento del puesto y su traspaso han nacido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 29/1994 de Arrendamientos Urbanos, y en virtud de lo dispuesto en la DT 3ª de la misma, éstos continuarán rigiéndose por el Decreto 4104/1964, de 24 de diciembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos, con los matices contenidos en dichas disposiciones.

 La DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994, señala lo siguiente:

“A) Régimen normativo aplicable

1. Los contratos de arrendamiento de local de negocio celebrados antes del 9 de mayo de 1985 que subsistan en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, continuarán rigiéndose por las normas del Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 relativas al contrato de arrendamiento de local de negocio, salvo las modificaciones contenidas en los apartados siguientes de esta disposición transitoria.

B) Extinción y subrogación

2. Los contratos que en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley se encuentren en situación de prórroga legal, quedarán extinguidos de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 3 a 4 siguientes.

3. Los arrendamientos cuyo arrendatario fuera una persona física se extinguirán por su jubilación o fallecimiento, salvo que se subrogue su cónyuge y continúe la misma actividad desarrollada en el local.

…El arrendatario actual y su cónyuge, si se hubiera subrogado, podrán traspasar el local de negocio en los términos previstos en el artículo 32 del Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos.

Este traspaso permitirá la continuación del arrendamiento por un mínimo de diez años a contar desde su realización o por el número de años que quedaren desde el momento en que se realice el traspaso hasta computar veinte años a contar desde la aprobación de la ley.

Cuando en los diez años anteriores a la entrada en vigor de la Ley se hubiera producido el traspaso del local de negocio, los plazos contemplados en este apartado se incrementarán en cinco años.

Se tomará como fecha del traspaso, a los efectos de este apartado, la de la escritura a que se refiere el artículo 32 del Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964”.

En virtud de lo señalado en la citada disposición transitoria tercera, […] tiene derecho a traspasar el local de negocio con sujeción a lo dispuesto en el artículo 32 y siguientes del Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

Este traspaso permitirá la continuación del arrendamiento por diez años a contar desde su realización, dado que […] se subrogó en la situación de […], en este local de la plaza de abastos en 2015, que venía del año 1980. 

En este sentido, la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 6ª, Sentencia de 27 Sep. 2000, rec. 435/2000, señala que “Como norma general, el apartado 2 de la citada D.T 3ª conduce a la aplicación de la prórroga forzosa del artículo 57 de la LAU de 1964 hasta el cumplimiento de diez años desde la realización del traspaso o por el número de años que quedaren desde el momento en que se realice el traspaso hasta computar veinte años desde la aprobación de la Ley”.

Finalizado el plazo queda extinguido el contrato de arrendamiento.

SEGUNDO.- En lo que se refiere al procedimiento a seguir, el artículo 32 del Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, establece los requisitos necesarios para la existencia legal de traspaso, y a tal efecto señala que:

“Serán requisitos necesarios para la existencia legal del traspaso los siguientes:

1. Que el arrendatario lleve legalmente establecido, precisamente en el local objeto del mismo, y explotándolo ininterrumpidamente, el tiempo mínimo de un año.

2. Que el adquirente contraiga la obligación de permanecer en el local, sin traspasarlo, el plazo mínimo de otro año, y destinarlo durante este tiempo por lo menos, a negocio de la misma clase al que venía ejerciendo el arrendatario.

3. La fijación de un precio cierto por el traspaso.

4. Que el arrendatario notifique fehacientemente al arrendador o, en su defecto, a su apoderado, administrador y, en último término, al que materialmente cobre la renta, su decisión de traspasar y el precio convenido.

5. Otorgarse el traspaso por escritura pública, en la cual deberá consignarse, bajo la responsabilidad del arrendatario, haber cumplido el requisito anterior y la cantidad por la que se ofreció el traspaso al arrendador.

6. Que dentro de los ocho días siguientes al otorgamiento de la escritura, el arrendatario notifique de modo fehaciente al arrendador o, en su defecto, a las personas que menciona el apartado 4, la realización del traspaso, el precio percibido, el nombre y domicilio del adquirente y que este ha contraído la obligación establecida en el apartado 2.

7. La falta de cualquiera de estos requisitos facultará al arrendador a no reconocer el traspaso”.

El artículo 41 de la citada ley se refiere a los supuestos en los que el traspaso del local de negocio se haga con existencias, enseres o instalaciones propiedad del arrendatario. En concreto señala lo siguiente: 

“1. Para que el traspaso del local de negocio obligue al arrendador cuando el arrendatario, al realizarlo, venda existencias, mercaderías, enseres o instalaciones de su propiedad que en él hubiere, o el negocio mismo, será menester que se observen las anteriores reglas, y además, que tanto en la preceptiva oferta al arrendador como en la escritura que solemnice la cesión, se consigne el precio del traspaso del local separadamente del que corresponda a los restantes bienes transmitidos.

3. Cuando el arrendador ejercite los derechos de tanteo o de retracto en los traspasos a que se refiere el número 1 de este artículo, tendrá derecho a deducir del precio atribuido al local los porcentajes de participación establecidos en el artículo 39. Pero si ejercita dichos derechos únicamente sobre el local, no podrá hacer deducción alguna”.

El artículo 35 del mismo texto legal regula el derecho de tanteo del arrendador, en este caso el ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, señalando que:

“1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, se reconoce al arrendador de local de negocio el derecho de tanteo, que podrá utilizar dentro de los treinta días, a partir del siguiente a aquel en que el arrendatario le notifique su decisión de traspasar y el precio que le ha sido ofrecido.

2. Consecuentemente y hasta que transcurra este plazo, no podrá el arrendatario concertar con un tercero el traspaso.”

Y el artículo 36 reconoce a favor del arrendador el derecho de retracto cuando el arrendatario no le hubiere hecho la preceptiva oferta o hubiere realizado el traspaso por precio inferior al que le notificó.

En este caso, el precio del traspaso sería de 10.000 euros, según escrito presentado anteriormente citado, de los cuales, 7.000 euros corresponden a enseres, y 3.000 € al traspaso, 

Además, consta en el expediente, el compromiso adoptado por el interesado en el traspaso (cesionario) de asumir  la obligación de permanecer en el local, sin traspasarlo, el plazo mínimo de otro año, y destinarlo durante este tiempo por lo menos, a negocio de la misma clase al que venía ejerciendo el arrendatario.

El Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, podrá utilizar el derecho de tanteo a que se refiere el citado artículo 35.

La falsedad de los datos comunicados, permitirá al Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, ejercitar el derecho de retracto regulado en el artículo 36 de la citada norma.

TERCERO.- En cuanto a la participación del Ayuntamiento en el precio del traspaso, el artículo 39 de la citada ley, dispone que: 

“1. El arrendador que no hubiere ejercitado su derecho de tanteo o de retracto dentro de los treinta días hábiles señalados en los artículos 35 y 36, sobre el local de negocio traspasado, podrá reclamar del arrendatario la participación en el precio que con él convenga.

2. De no haber acuerdo entre ellos, dicha participación será de un 30 %, si el local de negocio se construyó o habitó por primera vez antes del 18 de julio de 1936; de un 20 %, si después del 17 de julio de 1936 y antes del 2 de enero de 1942, y de un 10 %, de haberse construido o habitado por primera vez después del I de enero de 1942.

Estos porcentajes experimentarán el aumento de un 50 % cuando el arrendatario, por traspaso de un local de negocio, lo traspasare a su vez antes de transcurrir tres años desde la fecha del otorgamiento de la escritura a que se refiere el apartado 5 del artículo 32.

3. Las cantidades representativas de dichos porcentajes serán retenidas del precio del traspaso por el cesionario, para su abono al arrendador. En los casos de dación y adjudicación en pago de deudas, la entrega al arrendador de la participación en el precio será a cargo del adquirente”.

En el presente caso el mercado de abastos se construyó con posterioridad al año 1942, por lo que el porcentaje de participación en el precio del traspaso es del 10% de éste. Esta cantidad deberá ser retenida del precio del traspaso por el cesionario para su abono al Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera.

En este caso, el precio del traspaso sería de 10.000 euros, según escrito presentado anteriormente citado, de los cuales, 7.000 euros corresponden a enseres, y 3.000 € al traspaso, por lo que del traspaso corresponden al Ayuntamiento 300 euros.

Este ingreso se efectuará en la cuenta del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, que se indicará al interesado a tal efecto.

CUARTO.-  Por último y en lo que se refiere a la renta, el artículo 42 señala que: “Cada traspaso que se efectúe conforme a lo dispuesto en esta Sección dará derecho al arrendador a aumentar la renta en la cuantía que convenga con el cesionario, o a falta de acuerdo en un 15 % de la renta que satisfaga el arrendatario en el momento de realizarse el traspaso”.

La renta a tener en cuenta para la aplicación de este porcentaje es la renta actualizada, es decir  82,12 euros (ochenta y dos euros y doce céntimos), más IVA al mes (17,03 €), es decir, un importe total mensual incluido IVA que asciende a 99.05 € (noventa y nueve euros y cinco céntimos), a la que se aplicaría el 15% de subida, lo que supone una renta mensual de 82,12+ 12.31 € de incremento = 94.43 €, más IVA, al mes, 19,83 €, lo cual implica un importe de renta actualizada mensual, incrementada, incluido IVA de 114,26 €.

NORMATIVA APLICABLE:
-Ley 29/1994, de 24 de noviembre de Arrendamientos Urbanos

-Decreto 4104/1964, de 24 de diciembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos

-Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP).

-Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales, aprobado por RD 1372/1986, de 13 de junio.
-Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 1955.
-Reglamento de Mercado de Abastos de San Vicente de la Barquera, de fecha 2 de febrero de 1961, en aquellos aspectos vigentes, así como Ordenanza Municipal reguladora de la Plaza de Abastos y sus Locales comerciales de San Vicente de la Barquera, publicada en BOC de fecha 2 de mayo de 2.014, BOC nº 83.

Vistos los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho señalados, así como los informes emitidos.
Abierto el turno de intervenciones, se producen las siguientes:
Tras la lectura del dictamen, se abre un turno de intervenciones, produciéndose las siguientes:

Primeramente, toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos-Juntos-IU), que se muestra a favor del traspaso. Y asímismo, se convoquen los puestos vacantes de la plaza de abastos.

A continuación, toma la palabra D. Florencio Roiz Gutiérrez (PRC), que se muestra a favor del traspaso, y también de convocar los puestos vacantes de la plaza de abastos, ello para que la plaza no muera por falta de comerciantes, por lo que, a corto plazo, el traspaso permite mantener la vida en la plaza.

Toma la palabra el Alcalde-Presidente, D. Dionisio Luguera Santoveña, que se muestra a favor del traspaso del puesto de la plaza y asimismo, de sacar los puestos vacantes.

Toma la palabra el Portavoz del PP, D. Julián Vélez González (PP), que en este momento, comparte algunas reflexiones con el Portavoz del PRC, pero entiende que este traspaso sí tiene repercusión directa en los locales anejos, algunos cerrados. Aclara que este local es un local importante, ya que se considera estratégico para reactivar otros dos locales en desuso. Por lo que, entiende, no pasaría nada si este Ayuntamiento ejerce el derecho de tanteo. Ello con el fin de que el Ayuntamiento desarrolle en este puesto una actividad de mercado o bien otras actividades posibles permitidas, que reactiven y mejoren la vida de la plaza de abastos.

Recuperar las tres cuartas partes de los locales ubicados en la plaza de abastos permitiría al Ayuntamiento ejercitar o reactivar el citado inmueble, o incluso modernizarlo.

Hace referencia a que el traspaso del local es para un comerciante de fuera del municipio, por unos 97 euros al mes. Entiende la postura del equipo de gobierno, pero no la comparte totalmente.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete la propuesta de acuerdo a votación, que ofrece el siguiente resultado: Se aprueba por mayoría por mayoría SIMPLE: Votos a favor 5 (dos votos a favor PSOE, dos votos a favor PRC, y un voto a favor Ganemos Juntos IU), votos en contra 0 y abstenciones 5 (cinco votos de abstención del PP), estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación. Por tanto, por mayoría de votos a favor, el Pleno adoptó el siguiente acuerdo:
PRIMERO.- Declarar la no intención de ejercitar el derecho de tanteo por el Excmo. Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, previsto en el texto legal, facultando al actual arrendatario, […], a efectuar el traspaso comunicado a este Ayuntamiento del puesto de la plaza de abastos nº 2, a favor de […], con las siguientes características:

PRECIO DEL TRASPASO DEL LOCAL: 3.000€

PRECIO DE LAS EXISTENCIAS, MUEBLES Y ENSERES: 7.000€.

El incumplimiento de estas condiciones así como la falsedad de los datos facilitados al Ayuntamiento facultará a éste para el ejercicio del derecho de retracto en los términos previstos en la legislación vigente.

La aplicación de la prórroga forzosa del artículo 57 de la LAU de 1964 se aplica hasta el cumplimiento de diez años desde la realización del traspaso; entendiendo que la fecha de la realización del traspaso es la de la escritura pública en la que se formalice el contrato de traspaso o, en su defecto, la fecha de la autorización del traspaso por el Pleno municipal.

SEGUNDO.- Declarar que la participación del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera en el traspaso, es del 10% del precio fijado, es decir: 300€, que deberá ingresar, […] en las arcas municipales en el plazo de cinco días a contar desde el día siguiente a la notificación de este acuerdo.

El ingreso se efectuará en la cuenta que este Ayuntamiento tiene abierta en las oficinas de Caja Cantabria que se indicará a tal efecto.

TERCERO.-  Subir la renta del local en el porcentaje establecido legalmente, es decir, el 15% de subida, lo que supone una renta mensual de 94.43 €, más IVA, al mes, 19,83 €, lo cual implica un importe de renta actualizada mensual, incrementada, incluido IVA de 114,26 €.

CUARTO.- Comunicar el presente acuerdo a los interesados, así como a la policía local y a los servicios económicos y de patrimonio de este Ayuntamiento.

4º.- EXPTE. AYT/1789/2018. GRUPO MUNICIPAL IZQUIERDA UNIDA. MOCION PARA QUE SE DEROGUE EL DELITO DE INJURIAS A LA CORONA Y PARA REAFIRMAR EL COMPROMISO CON LOS VALORES REPUBLICANOS Y LA DEMOCRACIA

Vista la moción presentada en fecha 8 de noviembre de 2.018, nº de registro de entrada municipal 3.809, por IU, que a continuación se expone literalmente:

“D. Martín Chaves Peña Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida – Ganemos Juntos en el Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, presenta para su aprobación la siguiente

MOCIÓN PARA QUE SE DEROGUE EL DELITO DE INJURIAS A LA CORONA Y PARA REAFIRMAR EL COMPROMISO CON LOS VALORES REPUBLICANOS Y LA DEMOCRACIA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo dictó en marzo de 2018 una sentencia por la que condena a España a devolver la multa que, a cambio de no ingresar en prisión, pagaron dos jóvenes condenados por quemar hace 11 años una foto del Rey durante la Diada. La justicia europea considera que esa actuación fue “una expresión simbólica de la crítica política” y que los tribunales españoles, la Audiencia Nacional y el Tribunal Constitucional, vulneraron el artículo 10 de la Convención Europea de Derechos Humanos relativo a la libertad de expresión.


El Código Penal ofrece más protección a la Casa Real que a cualquier otra institución o ciudadano del Estado, a través del delito de injurias a la Corona (artículos 490.3 y 491). Por el contrario, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) tiene una jurisprudencia muy clara y sólida, en virtud de la cual los ordenamientos no pueden otorgar una protección especial y cualificada a sus cargos e instituciones más importantes sino más bien al contrario, han de permitir un mayor grado de crítica. Esto se justifica porque se tratan de instituciones públicas que deben encontrarse sujetas al cuestionamiento y escrutinio ciudadano en el marco de una democracia. 

Esta postura del TEDH se ve reafirmada por el Consejo de Europa y por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, para quien la libertad de expresión es “la piedra angular de todas las sociedades libres y democráticas” añadiendo, además -en una Observación específica sobre este tema en 2011- la “gran importancia” que otorga el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos a “la expresión sin inhibiciones en el debate público sobre figuras del ámbito público y político en una sociedad democrática”. Es por ello, dicen literalmente desde Naciones Unidas, que “todas las figuras públicas, incluso las que ejercen los cargos políticos de mayor importancia, como los Jefes de Estado o de Gobierno, pueden ser objeto legítimo de críticas y oposición política”.

Recientemente el Parlament de Catalunya ha aprobado una resolución para reprobar el comportamiento del Rey por su discurso tras el 1 de octubre de 2017, donde alentó la confrontación y la tensión y, envolviéndose en una Constitución que ya no representa a toda la sociedad, se puso en la primera línea del bloque reaccionario. Una irresponsable actitud que estuvo acompañada de un tono bronco e indeseable. A esta reprobación se le ha unido la del Ayuntamiento de Barcelona. 

Ante el acuerdo del Parlament, el Consejo de Ministros acordó pedir al Consejo de Estado que emitiera con urgencia su dictamen preceptivo para impugnarlo ante el Tribunal Constitucional, pues el Gobierno consideraba "políticamente inaceptable" la proposición aprobada. A pesar de que el Consejo de Estado ha recomendado no acudir al Tribunal Constitucional, declarando que el Parlament es libre de hacer juicios políticos, el Gobierno lo ha desoído y anunció el pasado 26 de octubre que interpondrá un recurso contra el Parlament. 


Hay que recordar que en el acuerdo presupuestario entre Unidos Podemos y el Gobierno se incluye la modificación de los artículos del Código Penal que regulan los delitos de ofensa a los sentimientos religiosos e injurias a la Corona, así como recientemente ha sido aprobada a trámite en el Congreso una ley de protección de la libertad de expresión, impulsada por Izquierda Unida, que recoge precisamente este acuerdo. 

Por otra parte los miembros del Partido Popular, PSOE y Ciudadanos en la Mesa del Congreso han denegado en las últimas semanas que ni siquiera se debata en esta Cámara la aprobación de una Comisión de investigación sobre los presuntos delitos que haya podido cometer el rey emérito, D. Juan Carlos de Borbón. 

A raíz de las grabaciones de Corinna Zu Sayn-Wittgenstein, dadas a conocer por diversos medios de comunicación, hay indicios más que suficientes para iniciar esta investigación al monarca emérito. Tras una primera denegación de la Mesa del Congreso donde se alegaba que la inviolabilidad del Jefe de Estado impedía esta investigación -algo que no compartimos, pues la inviolabilidad en todo caso se habría de circunscribir a actos de naturaleza política refrendados por el Gobierno-, el pasado martes 23 de octubre se denegó una segunda petición. En ella se solicitaba investigar a D. Juan Carlos de Borbón desde su abdicación en 2014, cuando formalmente dejó de ser inviolable para estar únicamente aforado. 

Por último, creemos que resulta ya del todo inaplazable materializar una reivindicación democrática básica en este país como es la realización de un referéndum sobre Monarquía y República. 

Por todo ello, el grupo municipal de Izquierda Unida – Ganemos Juntos propone al Pleno la adopción del siguiente 

ACUERDO

PRIMERO: Instar al Gobierno del Estado a derogar el delito de injurias al Rey y a la Casa real de los artículos 490.3 y 491 del Código Penal, igualando la protección penal del honor de esta figura a la del resto de ciudadanos.

SEGUNDO: Reafirmar el compromiso con los valores republicanos y apostar por la abolición de una institución caduca y antidemocrática como la monarquía.

TERCERO: Instar al Gobierno y al Congreso de los Diputados a que se permita investigar en sede parlamentaria las acciones realizadas por D. Juan Carlos de Borbón desde el año 2014, momento en que deja de ser inviolable jurídicamente, y sobre quien recaen indicios suficientes de delito. 

CUARTO: Instar al Gobierno a convocar un referéndum de acuerdo a la Constitución para que los ciudadanos podamos decidir entre Monarquía y República.


QUINTO: Comunicar este acuerdo a todos los Grupos Parlamentarios del Congreso de los Diputados.

                                         Fdo.: Martín Chaves Peña

Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida – Ganemos Junto
En San Vicente de la Barquera, a 5 de Octubre de 2018.”
Visto el dictamen favorable, adoptado por la Comisión Informativa Municipal permanente de Urbanismo, Patrimonio, Régimen Interior, Hacienda y Especial de Cuentas, sesión ordinaria, de fecha 26 de noviembre de 2.018.

Abierto el turno de intervenciones, primeramente, toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos -IU), que explica de forma resumida los motivos de la presente moción.

Toma la palabra D. Florencio Roiz Gutiérrez (PRC), que expone que su grupo se va a abstener, ya que opina que la propuesta de modificación de nuestro texto constitucional, son "palabras mayores" que excede del ámbito local.

Seguidamete toma la palabra D. Dionisio Luguera Santoveña, Alcalde, que expone que se va a abstener, ya que es un tema de gran trascendencia, que conlleva la modificación de la Constitución.

Seguidamente, interviene D. Julián Vélez González (PP), que entiende que este tema, y vistos los grupos obrantes en el gobierno, no le parecen coherentes las votaciones, calificando la situación de "Barrio Sésamo"...

Añade que las comisiones parlamentarias, actualmente se han convertido en algo muy diferente a lo que era. Estamos prácticamente en uno de los últimos plenos de la legislatura, y todos los temas presentados a este pleno son simplemente dos temas de particulares y una serie de mociones de injurias, etc, no tratando los temas importantes de este pueblo.

Añade que este manifiesto presenta tintes comunistas.

Contesta el Alcalde-Presidente, indicando que en algunos plenos anteriores, en la época de gobierno del PP, se presentaba un tema al pleno y cinco mociones del PSOE entonces en la oposición.

Toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña, Ganemos Juntos IU, que indica que ahora sí se nota el cambio de Gobierno en San Vicente de la Barquera (hace referencia a la trayectoria política del Portavoz del PP), especialmente en la prestación de los servicios, y en la forma de cobro de impuestos.

Considera que es normal presentar mociones relativas a la democracia y justicia.

Toma la palabra el Portavoz del PP, D. Julián Vélez González , aclara que no ha sido Alcalde 18 años, sino 16 años, y no ha sido asesor tres años, sino un año.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete el asunto a votación, resultando un voto a favor de la moción (un voto de Ganemos Juntos-IU), 4 abstenciones (dos abstenciones del PSOE y dos abstenciones del PRC), y 5 votos en contra (cinco votos en contra del PP), estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Por lo que, por mayoría de votos en contra, se rechaza la moción.

5º.- EXPTE. AYT/1790/2018. GRUPO MUNICIPAL IZQUIERDA UNIDA. MOCION PARA MOSTRAR EL RECHAZO A LA DECISION DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ANULAR LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL SOBRE EL IMPUESTO DE LAS HIPOTECAS Y PARA IMPULSAR LA CREACION DE UNA BANCA PUBLICA.
Vista la moción presentada en fecha 8 de noviembre de 2.018, nº de Registro de Entrada Municipal 3.808, cuyo texto se expone literalmente a continuación:

“D. Martín Chaves Peña, Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida – Ganemos Juntos en el Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, presenta para su aprobación la siguiente MOCIÓN.

MOCIÓN PARA MOSTRAR EL RECHAZO A LA DECISIÓN DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ANULAR LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL SOBRE EL IMPUESTO DE LAS HIPOTECAS Y PARA IMPULSAR LA CREACIÓN DE UNA BANCA PÚBLICA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El pasado 18 de octubre se dio a conocer la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que establece que serán los bancos, y no sus clientes, quienes asuman el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados, el más importante que se paga cuando se formaliza el préstamo de una hipoteca.

Este fallo responde a un pleito que mantenía la Empresa Municipal de la Vivienda (EMV) de Rivas Vaciamadrid, entidad que preside Pedro del Cura, también Alcalde de esta localidad gobernada por Izquierda Unida, con la Comunidad de Madrid, perceptora del tributo. El Alto Tribunal sentencia ahora a favor de la Empresa municipal, al tiempo que cambiaba su propia doctrina y varía la jurisprudencia hipotecaria.

Sin embargo, tan solo un día después el Tribunal Supremo suspendía de manera insólita el fallo de la Sala Tercera por su “grave repercusión económica y social” y aplazaba la decisión final para el Pleno que se celebraría el 5 de noviembre.

El 6 de noviembre, en menos de un mes, hemos conocido que el Pleno de la Sala Tercera del Tribunal Supremo –convocado de forma irregular- ha enmendado la doctrina consolidada por la sección del Tribunal experta en materia tributaria para favorecer a la banca privada. El Tribunal Supremo ha dado marcha atrás y ha decidido que sea el cliente el que pague el impuesto de las hipotecas (el impuesto de Actos Jurídicos Documentados). Sin duda hemos asistido a una de las maniobras que más claramente ha evidenciado la subordinación del Poder Judicial a los intereses de la banca privada.

Los bancos cada año multiplican sus beneficios y los salarios de sus directivos, mientras la ciudadanía ve cómo se empobrecen sus condiciones de vida, entre otros motivos por habernos obligado a pagar multimillonarios “rescates bancarios”.

Tan solo bastaron 24 horas para que la banca se impusiera y dejara sin efecto la decisión adoptada el 18 de octubre. Finalmente, y en menos de un mes, el Tribunal Supremo se ha plegado a los intereses de la banca y además lo ha hecho de forma irregular, pues ni existe norma legal alguna que otorgue competencia a un Pleno de Sala del Tribunal Supremo para dejar sin efecto una sentencia firme ni el Supremo tiene competencias para valorar la “repercusión” de sus sentencias: debe limitarse a aplicar estrictamente la ley y dejar que sean los poderes públicos competentes, en este caso el Poder Legislativo o el Ejecutivo, quienes valoren los efectos de esas sentencias y adopten medidas políticas si ello se entendiera necesario.

Desde Izquierda Unida entendemos que nos encontramos ante un nuevo caso de arbitrariedad del Poder Judicial, un poder constitucional que en este caso no respeta su propia independencia y se somete al designio de los más poderosos en una actitud, cuanto menos, arbitraria.

Los mismos bancos que han esquilmado la economía de este país y han contribuido a empobrecer a la gente estos últimos años ahora demuestran su capacidad para intervenir ante las instancias públicas. Los bancos han conseguido torcer a la Justicia hasta el punto de que deje de serlo.

Desde Izquierda Unida apostamos por un polo de banca pública que impida el chantaje que hace la banca privada. Además es imprescindible que, si este país quiere desarrollar una política industrial coherente, que favorezca a las pymes, facilite el acceso a la vivienda y poner en marcha un nuevo modelo de desarrollo que reduzca el paro y sea sostenible económica y ecológicamente, ponga en marcha una banca pública.

Recientemente, el grupo parlamentario de Unidos Podemos en el Congreso propuso impulsar la creación de un polo de banca pública de depósitos de inversión a partir de Bankia y su fusión con el Instituto de Crédito Oficial (ICO). En una proposición no de ley, el grupo confederal abogaba por no privatizar Bankia y que su prioridad sea la de financiar proyectos de infraestructuras, equipamientos públicos y proyectos empresariales de largo plazo.

España es uno de los pocos países de nuestro entorno que no cuenta con una banca pública. En Alemania, la cuota de mercado de la banca pública llega a alcanzar el 24% y ha demostrado su capacidad de financiar necesidades de investigación e internacionalización. Hasta el propio Banco Mundial, en su informe “Repensando el papel del Estado en las finanzas”, mencionaba “el positivo papel que han jugado los bancos públicos en varios países durante la crisis financiera para mantener el flujo de crédito” o “la evidencia del papel contracíclico que han jugado varios bancos públicos durante la crisis”.

Por eso, es imprescindible paralizar la venta de Bankia. No existe en el Memorando de Entendimiento y el “TermSheet” que firmó el Gobierno de Rajoy con las autoridades europeas ninguna especificidad sobre el límite para desinvertir Bankia, sino que es la propia legislación española la que, de forma indirecta, fija un plazo. Por eso en fundamental que el actual ejecutivo descarte la desinversión. La fusión de Bankia y BMN sitúa a la nueva entidad como cuarto mayor banco por activos de España. En él se ha inyectado más de 24.000 millones de euros de fondos públicos, 22.424 millones para Bankia y 1.845 millones para BMN. Es esencial el papel que pueda jugar Bankia-BMN como polo de banca pública para orientar al sector a desempeñar un papel como servicio público. Dirigir la gestión de los ahorros depositados en la banca pública a la atención de las necesidades sociales, el desarrollo de unos servicios públicos de calidad y suficientes, y la erradicación del desempleo. Ese debe ser el objetivo de una banca pública que permitiría impulsar otra política económica centrada en la creación de una estructura económica dirigida a erradicar el paro estructural y los desequilibrios territoriales.

Por todo ello, el grupo municipal de Izquierda Unida – Ganemos Juntos propone al Pleno la adopción del siguiente 

ACUERDO

PRIMERO: Mostrar el rechazo de este Pleno a la inaudita y vergonzosa decisión del Tribunal Supremo de anular la doctrina jurisprudencial creada por sus propias sentencias relativas al sujeto pasivo del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados.

SEGUNDO: Instar al Gobierno Central a que impulse la creación de un polo de banca pública, paralizando la venta de Bankia, y dirigir la gestión de los ahorros depositados en esta banca pública a la atención de las necesidades sociales, el desarrollo de unos servicios públicos de calidad y suficientes, y la erradicación del desempleo.

Fdo: Martín Chaves Peña

Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida – Ganemos Juntos

En San Vicente de la Barquera, a 8 de noviembre de 2018.”

Vista la moción de referencia.

Visto el dictamen favorable, adoptado por la Comisión Informativa Municipal permanente de Urbanismo, Patrimonio, Régimen Interior, Hacienda y Especial de Cuentas, sesión ordinaria, de fecha 26 de noviembre de 2.018.

Tras la lectura de la moción, se abre un turno de intervenciones, tomando la palabra en primer lugar D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos-IU), que con esta moción se aprovecha para solicitar justicia y que se cubran unos servicios por una banca pùblica y de calidad. Ya que actualmente se encuentran afectados unos 18.000 cántabros por este tema. Se trata de defender a los ciudadanos.

Toma la palabra D. Florencio Roiz Gutiérrez (PRC), que se posiciona a favor de la moción, en base a lo expuesto, y sobre todo a la actuación y cambio de criterio acometido por el Tribunal Supremo.

Toma la palabra D. Dionisio Luguera Santoveña (PSOE), Alcalde-Presidente, que se posiciona de acuerdo con esta moción, y votará a favor.

A continuación, interviene D. Julián Vélez (PP), que indica que está a favor de suprimir el impuesto. Está de acuerdo con el fondo de la moción.

Aunque entiende que para un Ayuntamiento pequeño como el nuestro estos temas nos exceden, y entiende que sería mejor preocuparnos por los temas locales de nuestro propio término municipal.

Le parece inadecuada la creación de una banca pública.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete la moción a votación resultando 5  votos a favor (2  votos a favor del PSOE, 2 votos a favor del PRC, un voto  a favor de GanemosJuntos-IU), 0 abstenciones, y 5 votos en contra del PP, estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Produciéndose un empate, en los términos del precepto 100 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales, o ROF, (RD 2568/1986, de 28 de noviembre), procede llevar a cabo una nueva votación, y si persiste el empate, desempatar con el voto de calidad del Alcalde.

Se lleva a cabo una segunda votación, arrojando idéntico resultado de empate:

5  votos a favor (2  votos a favor del PSOE, 2 votos a favor del PRC, un voto  a favor de GanemosJuntos-IU), 0 abstenciones, y 5 votos en contra del PP, estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Por lo que, se desempata con el voto de calidad del Alcalde, que resulta ser a favor de la moción. Por lo que, tras los dos empates, y el voto de calidad del Alcalde desempatando la votación, se aprueba la moción . Es decir, por mayoría de votos, se aprueba ls siguiente MOCIÓN:
PRIMERO: Mostrar el rechazo de este Pleno a la inaudita y vergonzosa decisión del Tribunal Supremo de anular la doctrina jurisprudencial creada por sus propias sentencias relativas al sujeto pasivo del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados.

SEGUNDO: Instar al Gobierno Central a que impulse la creación de un polo de banca pública, paralizando la venta de Bankia, y dirigir la gestión de los ahorros depositados en esta banca pública a la atención de las necesidades sociales, el desarrollo de unos servicios públicos de calidad y suficientes, y la erradicación del desempleo.

6º.- EXPTE. AYT/1791/2018. GRUPO MUNICIPAL IZQUIERDA UNIDA. MOCION PARA ELABORAR UN INVENTARIO DE LOS BIENES INMATRICULADOS POR LA IGLESIA CATOLICA EN SAN VICENTE DE LA BARQUERA

Vista la moción presentada por IU en fecha 19 de octubre de 2.018, nº de registro de entrada municipal que a continuación se expone de forma literal:

“MOCIÓN PARA ELABORAR UN INVENTARIO DE LOS BIENES INMATRICULADOS POR LA IGLESIA CATÓLICA EN SAN VICENTE DE LA BARQUERA.

En 1998, el entonces Gobierno del Partido Popular, modificó el Reglamento Hipotecario que permitió la inscripción de templos de culto en el Registro de la Propiedad, lo que hasta entonces no era posible por su naturaleza históricamente pública y por tratarse de bienes fuera del comercio.

Ante la carencia de títulos de propiedad sobre los mismos, la Iglesia Católica resucitó el uso de dos normas franquistas e inconstitucionales en un Estado aconfesional, aprobadas en 1946 y 1947: los artículos 206 de la Ley Hipotecaria y 304 del Reglamento Hipotecario. El primero equiparaba a la Iglesia con la Administración Pública, otorgándole el privilegio de acceder al registro de la propiedad sin necesidad de aportar título de dominio. El segundo equiparaba a los diocesanos como notarios, de forma que podrían certificarse a sí mismos la propiedad de un inmueble no inscrito.

A través de este procedimiento irregular se han inmatriculado, sin aportar título alguno, miles de bienes en España de toda índole (unos 40.000 en palabras de la propia Conferencia Episcopal). Normas a todas luces inconstitucionales e incluso reprobadas con dureza por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, declarando la nulidad de las mismas y condenando al Estado español por haberlo permitido.

Consta fehacientemente la inmatriculación de miles de bienes de culto en manifiesto abuso de derecho y fraude de ley, tanto por la fecha de su inmatriculación (antes de la reforma de 1998), como por no haber sido poseídos nunca por la jerarquía católica (solares, viviendas, caminos, cementerios, jardines, frontones, locales comerciales o plazas públicas), ni, en todo caso, haber documentado de forma fehaciente su propiedad.

Quede claro que el posible uso litúrgico no condiciona en absoluto la propiedad, ya que muchos de ellos han sido construidos por el pueblo de turno y restaurados o rehabilitados con dinero público, y de eso sabemos mucho en esta casa. Por ello en inmensa mayoría de los mismos, pesa la responsabilidad pública de su tutela cultural y patrimonial.

La presión ciudadana y política ha desvelado numerosos escándalos en todo el Estado, provocando la aprobación de la ley 13/2015, que modifica la Ley Hipotecaria para eliminar el privilegio registral mencionado y evitar de esta forma un posible recurso de inconstitucionalidad. Pero lo hace sin efectos retroactivos, con lo que se produce una amnistía registral sobre los miles de bienes inscritos por la Iglesia Católica durante todo su periodo de vigencia.

El actual Gobierno del Estado a través del Ministerio de Justicia ha iniciado la elaboración de un listado de propiedades de la Iglesia Católica que hayan sido inmatriculados, con el fin de poder conocer la magnitud real de esta privatización, el coste social derivado de la descapitalización sufrida, contrastar su titularidad y actuar en su contra cuando su naturaleza pudiera ser pública.

Apenas conocemos una mínima parte del patrimonio privatizado mediante este procedimiento en todo el estado y prácticamente nulo es el conocimiento que sobre ello tenemos en nuestra autonomía.

Por eso, desde el Grupo Municipal de IU presentamos la siguiente toma de 

ACUERDO:

1. El Ayto de San Vicente de la Barquera elaborará un inventario con todos aquellos bienes que desde 1946 han sido inmatriculados a favor de la Iglesia Católica. Para ello solicitará al Registro de la Propiedad de (a través de “nota simple”) el listado completo de los bienes inmatriculados a favor de la Iglesia Católica, pese a carecer de título expreso de propiedad sobre los mismos.

2. El Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera solicitará la colaboración del Obispado de Santander para recabar la información necesaria sobre las inmatriculaciones que se hayan realizado por su parte en San Vicente de la Barquera.

3. De este acuerdo y, en su momento, de la información que se obtenga, se dará traslado al Ministerio de Justicia y a la Coordinadora RECUPERANDO.

En San Vicente de la Barquera, a 19 de octubre de 2018

Fdo: Martín Ángel Chaves Peña

Portavoz GM Izquierda Unida en San Vicente de la Barquera”
Visto el texto de la moción.

Visto el dictamen favorable emitido por la Comisión Informativa permanente de urbanismo, patrimonio, régimen interior, hacienda y especial de cuentas, en su sesión ordinaria, celebrada en fecha 26 de noviembre de 2.018.

Primeramente, toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos-Juntos-IU), que expone la preocupación existente por el desconocimiento de qué bienes tiene la Iglesia Católica a su nombre, ya que se desconoce.

Pone como ejemplo el cementerio de la Junta Vecinal de Abaño, que se encuentra a nombre de la Iglesia Católica desde el año 2.000.

Para ello se debe pedir la colaboración al arzobispado de Santander.

Y ello porque nos afecta a las entidades locales.

Interviene a continuación D. Florencio Roiz (PRC), el cual expone que le parece que la información es positiva, no daña en estos casos.

Toma la palabra D. Dionisio Luguera , Alcalde-Presidente, que indica que votará a favor de la moción, y si los bienes corresponden a la Iglesia, se abone el IBI en su caso.

Considera positivo conocer la información en este caso.

A continuación toma la palabra D. Julián Vélez (PP), que pide se examine si estamos ante una competencia local, del Ayuntamiento o no, es decir, ver La Ley de Racionalización de la Administración Local, no vaya a ser que le estemos haciendo el trabajo al Congreso de los Diputados.

Entiende que ésta debería ser desigual, por ejemplo que el Ayuntamiento actualice el inventario de bienes y asimismo, del Inventario de bienes de las Juntas Vecinales, en lo que podrían aparecer bienes de la Iglesia, dando tramitación de los mismos.

Toma la palabra el Alcalde-Presidente, D. Dionisio Luguera, que entiende que se trata de bienes de este municipio, de San Vicente de la Barquera, bienes concretos para este municipio, no de otros municipios.

El Portavoz del PP entiende que no hay argumento de defensa de esta moción.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete la moción a votación resultando 5  votos a favor (2  votos a favor del PSOE, 2 votos a favor del PRC, un voto  a favor de GanemosJuntos-IU), 0 abstenciones, y 5 votos en contra del PP, estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Produciéndose un empate, en los términos del precepto 100 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales, o ROF, procede llevar a cabo una nueva votación, y si persiste el empate, desempatar con el voto de calidad del Alcalde.

Se lleva a cabo una segunda votación, arrojando idéntico resultado de empate:

5  votos a favor (2  votos a favor del PSOE, 2 votos a favor del PRC, un voto  a favor de GanemosJuntos-IU), 0 abstenciones, y 5 votos en contra del PP, estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Por lo que, se desempata con el voto de calidad del Alcalde, que resulta ser a favor de la moción. Por lo que, tras los dos empates, y el voto de calidad del Alcalde desempatando la votación, se aprueba la moción . Por lo que, por mayoría de votos, se aprueba la siguiente MOCIÓN:
1. El Ayto de San Vicente de la Barquera elaborará un inventario con todos aquellos bienes que desde 1946 han sido inmatriculados a favor de la Iglesia Católica. Para ello solicitará al Registro de la Propiedad de (a través de “nota simple”) el listado completo de los bienes inmatriculados a favor de la Iglesia Católica, pese a carecer de título expreso de propiedad sobre los mismos.

2. El Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera solicitará la colaboración del Obispado de Santander para recabar la información necesaria sobre las inmatriculaciones que se hayan realizado por su parte en San Vicente de la Barquera.

3. De este acuerdo y, en su momento, de la información que se obtenga, se dará traslado al Ministerio de Justicia y a la Coordinadora RECUPERANDO.

7º.- EXPTE. AYT/1792/2018. GRUPO MUNICIPAL IZQUIERDA UNIDA. MOCION DE APOYO A LA MOVILIZACION #CAMINANDO24Y27O.
Vista la moción presentada por IU en fecha 15 de octubre de 2.018, nº de registro de entrada municipal 3.521, cuyo texto se expone a continuación literalmente:

“D./ Martín Ángel Chaves Peña, Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida en el Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, presenta para su aprobación la siguiente

MOCIÓN DE APOYO A LA MOVILIZACIÓN #CAMINANDO24Y27O

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Desde el pasado mes de mayo, plataformas, organizaciones de la sociedad civil, sindicatos y partidos han venido compartiendo la necesidad de relanzar la movilización social de manera general, unitaria y transversal, comenzando con acciones descentralizadas en todo el estado español el 24 de octubre y dándose cita en una acción conjunta a nivel estatal el 27 de octubre, que partirá de la Glorieta de Atocha a las 18:00 horas.

Con la excusa de la crisis, y también antes, se han aplicado medidas antisociales, recortes de derechos sociales, laborales y políticos, como la Ley Mordaza, abusos del medio ambiente… que nos han arrastrado a la precariedad y la desigualdad. La corrupción sistémica se ha demostrado como una herramienta más para desposeer a la gente y favorecer a las élites, y nos han llevado a una situación insostenible.

Gran parte de la ciudadanía, las organizaciones feministas, sindicales, ecologistas, de izquierdas, las mareas, etc., a pesar de todos estos años de lucha y movilización, siguen viendo cómo la situación se mantiene, los avances son muy lentos e incluso empeora y crece la incertidumbre frente al futuro, por lo que creen que vuelve a llegar el momento de organizarse, unirse y caminar juntas, para empujar y que las cosas cambien a favor de la mayoría social trabajadora y de las capas populares.

Quieren que los gobiernos sepan que están unidas y que no van a permitir que las utilicen más. Sus objetivos básicos son los siguientes:

· Redistribuir riqueza. La riqueza tiene que estar al servicio de la población para cubrir sus derechos.

· Conquistar derechos. No se conforman con recuperar los derechos perdidos por el austericidio.

· Por una vida digna. No solo desean recuperar calidad de vida, exigen una vida digna.

· Recuperar el Planeta. Por un mundo rural vivo y un nuevo modelo energético de gestión pública y una vida en armonía en respeto mutuo y con la naturaleza.

Por todo ello, el grupo municipal de Izquierda Unida propone al Pleno la adopción del siguiente

ACUERDO

“El Pleno de Ayto. de San Vicente de la Barquera se adhiere al manifiesto y llama a la movilización los próximos 24 y 27 de octubre porque si nos movemos, lo cambiamos todo”.

Fdo: Martín Ángel Chaves Peña

Portavoz del Grupo Municipal de Izquierda Unida en San Vicente de la Barquera

En San Vicente de la Barquera, a 15 de octubre de 2018”

Visto el texto de la moción.

Visto el dictamen favorable emitido por la Comisión Informativa permanente de Educación, Cultura, Deportes, Juventud, Turismo, Comercio, Sanidad y Servicios Sociales, en su sesión ordinaria, celebrada en fecha 26 de noviembre de 2.018.

Abierto el turno de intervenciones, primeramente, toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña, que expone que ya quedó desfasada por las fechas, hace referencia a la Congregación en Madrid de los distintos grupos de la sociedad, para manifestarse.

Seguidamente, toma la palabra,

D. Florencio Roiz (PRC), se muestra a favor de toda movilización, siempre que sea pacífica, podrá estar de acuerdo o no con la causa, pero la movilización le parece bien si es pacífica.

Interviene D. Dionisio Luguera, Alcalde-Presidente, el cual aclara que se trata de una petición desfasada por las fechas, pero justa, por lo que votará a favor.

El Portavoz del PP aclara que su voto será de abstención.

Sometido el asunto a votación, resulta aprobado por cinco votos a favor (dos votos a favor del PSOE, dos votos a favor del PRC, un voto a favor de Ganemos Juntos -IU), 0 votos en contra y cinco abstenciones del PP, estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Por lo que, por mayoría de votos a favor, se adopta el siguiente ACUERDO:

PRIMERO.- “El Pleno de Ayto. de San Vicente de la Barquera se adhiere al manifiesto y llama a la movilización los próximos 24 y 27 de octubre porque si nos movemos, lo cambiamos todo”.

8º.- EXPTE. AYT/1787/2018. GRUPO MUNICIPAL IZQUIERDA UNIDA. MANIFIESTO RELATIVO A LA NO VIOLENCIA MACHISTA NI A LA JUSTICIA PATRIARCAL PARA SU ESTUDIO EN EL PLENO DEL AYUNTAMIENTO

Se da cuenta del Manifiesto presentado por IU, en fecha 13 de noviembre de 2.018, nº de registro de entrada municipal 3.863, cuyo texto se expone literalmente:

“NI VIOLENCIA MACHISTA NI JUSTICIA PATRIARCAL

Manifiesto del 25N Mujeres de IU

Desde Izquierda Unida nos sumamos al grito de Ni Una Menos este 25 de noviembre de 2018. No queremos ni una asesinada más, ni una violada, acosada, discriminada, invisibilizada o marginada por etnia, procedencia, edad, diversidad funcional, sexual o identidad de género. Exigimos que las instituciones asuman su responsabilidad en la lucha contra la Violencia de Género. Unas instituciones que han venido actuando con una visión parcial, con una legislación sin aplicación efectiva, con diferencias territoriales y sin los presupuestos, ni el personal necesario para cumplir sus obligaciones, faltando a su responsabilidad de proteger y combatir la normalización de las violencias.

2018 vuelve a ser un año plagado de escándalos machistas. La sentencia dictada contra Juana Rivas o la del caso de La Manada. El alarmante aumento de casos de violación grupal. La descarada y reiterada desidia, cuando no abierta hostilidad del poder judicial, con casos tan sangrantes como el titular del juzgado de Violencia sobre la Mujer número 7 de Madrid —Francisco Javier Martínez Derqui— dirigiendo insultos directos a una víctima de Violencia de Género. Frente a eso, un Pacto de Estado insuficiente y sin aplicación real, y un Informe Sombra al GREVIO que suspende rotundamente al Estado Español en la lucha contra la Violencia de Género.

Afortunadamente, este 2018 también estamos viviendo la respuesta social de un movimiento feminista organizado y plural, subversivo, anticapitalista, antirracista, ecologista e internacionalista, que moviliza a millones de mujeres y que está redefiniendo el sentido común de nuestra sociedad. Debemos tener presente la enorme importancia del feminismo en un momento en el que tenemos que dar una dura batalla contra el neoliberalismo, el autoritarismo, la intolerancia y el fascismo, que avanzan internacionalmente. Luchemos desde el feminismo, todas y todos juntos para una sociedad justa, libre de violencias y radicalmente democrática.

Por todo ello, desde Izquierda Unida entendemos que es urgente:

-Que se modifique la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de  Género ampliando la propia definición de violencia de género, cumpliendo con lo ratificado dentro el Convenio de Estambul en 2014. Es decir, que se incluyan las violencias contra las mujeres fuera del ámbito de la pareja o expareja, que se incorpore la violencia sexual, laboral, institucional y también que se incorporen los vientres de alquiler y la prostitución como violencia de género.

-Que se ponga en marcha el Pacto de Estado contra la Violencia de Género. Es inadmisible que después de un año de trabajo en la subcomisión del Congreso, tengamos un pacto insuficiente, sin calendario ni presupuestos decentes; que solo a través del decreto 9/2018 del gobierno del PSOE se hayan puesto en marcha 7 de las 213 medidas, donde el presupuesto desbloqueado para la gestión local no tenga un indicativo de qué objetivos tiene ni cómo debe ser su implantación.

-Que se incluya en los Presupuestos Generales del Estado, la lucha contra la Violencia de Género con una dotación económica suficiente para implementar las políticas de prevención, asistencia, protección, justicia y reparación además de un calendario y una evaluación de las mismas donde se incluya además una partida con una nueva Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer.

-Que existan Planes Estratégicos de Igualdad con recursos humanos y materiales. No existen dichos planes desde 2016, y cuando existieron han sido intermitentes y sin los recursos necesarios.

-Que las campañas promovidas desde la Delegación de Gobierno para la Violencia de Género tengan una perspectiva feminista. No queremos más campañas orientadas a que las mujeres estemos vigilantes y combatamos actitudes y acciones violentas machistas.

-Que se amplíen los cauces de participación de las organizaciones feministas en el Congreso, Senado, Comunidades Autónomas y Ayuntamientos.

-Que se mejoren los datos para la sensibilización social y la planificación y evaluación de las políticas de igualdad. Debemos explicar públicamente por qué ha fallado el sistema de protección y cómo debemos abordarlo.

-Que se enseñe educación afectivo-sexual y contra la discriminación y violencia de género desde la óptica feminista y desde la diversidad sexual e identidad de género en todas las fases educativas.

-Que se desarrollen planes de formación y sensibilización contra la violencia de género de obligado cumplimiento al personal sanitario, educativo, jurídico y a las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, con cursos mantenidos en el tiempo, actualizados y evaluables.

-Que las y los trabajadores sociales, de atención a las víctimas, del teléfono 016 y todo el personal de la Red de Servicios de VG dejen de ser trabajos externalizados, de gestión indirecta y eventuales, para una red de servicios pública y con empleos dignos como primer paso para la buena atención, información y asistencia de las víctimas de VG.

-Que se mejore la asistencia social, jurídica y psicológica establecida en el título II de la Ley 1/2004, con financiación, cooperación interinstitucional, y sin supeditar las medidas a la denuncia judicial de la víctima.

-Que se desarrollen planes laborales efectivos a víctimas con o sin empleo en todo el territorio español para que las mujeres podamos desarrollar una vida digna.

-Que se debata en el Congreso de los Diputados la Ley orgánica para la erradicación de la prostitución, presentada por las diputadas de IU.

-Que se desarrollen medidas legislativas efectivas para la eliminación la Brecha Salarial, incluida la de las pensiones, en el Estado Español.

-Que se desarrolle una Ley Integral para luchar contra la Trata de Seres Humanos, que además de prevenir y perseguir esta lacra y a las redes de delincuentes que se lucran con esta «esclavitud moderna», contenga un plan de integración para las miles de víctimas, la mayor parte mujeres y niñas, aún sin cuantificar en el Estado español, que es uno de los principales destinos europeos de las migrantes captadas por las redes para ejercer la prostitución.

Por todo lo anterior, desde Izquierda Unida exigimos una estrategia estructural que luche en todos los ámbitos, con recursos económicos y humanos suficientes para que la política no se quede en la firma de documentos institucionales mientras tenemos una realidad inadmisible de violencias y desprotección para las mujeres.

Desde nuestra organización apoyamos las movilizaciones organizadas en el Estado español este 25 de noviembre para reivindicar una sociedad libre de violencia de género.

NI VIOLENCIA MACHISTA NI JUSTICIA PATRIARCAL

ÁREA DE LA MUJER DE IZQUIERDA UNIDA”

Visto el dictamen favorable emitido por la Comisión Informativa permanente de urbanismo, patrimonio, régimen interior, hacienda y especial de cuentas, en su sesión ordinaria, celebrada en fecha 26 de noviembre de 2.018.

Visto el texto de la moción.

Se abre un turno de intervenciones, tomando primeramente la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos IU), que expone que el problema es preocupante, sobre todo por el repunte de la violencia entre la población más joven. Aclara un punto polémico, en lo relativo a la abstención del Grupo PODEMOS en el Parlamento, en la modificación de la Ley Orgánica de Violencia de Género, y lo explica, ya que el término violencia machista o de género, entiende que es un concepto muy concreto, ya que la violencia es mucho más que aquélla que se da en una pareja o en un matrimonio, o por decirlo de alguna forma, dentro de cuatro paredes. Entiende que la violencia machista va mucho más allá, y también se da en el trabajo, que sufren muchas mujeres profesionalmente, o incluso por la prostitución, los vientres de alquiler, es decir, entiende que el concepto de violencia machista es mayor, más amplio de lo que se planteó en aquel momento.

Toma la palabra Dª. Belinda Franco (PRC), que como mujer defiende este manifiesto, a favor de la defensa de la mujer. No obstante, se va a abstener en esta moción, ya que no está totalmente de acuerdo con el mismo, en materia de libertad de algunas decisiones.

Seguidamente, interviene el Alcalde, D. Dionisio Luguera, que se muestra a favor de la moción, aunque no la comparte plenamente, al 100 %, pero sí el fondo de la misma, es decir, acabar con esta lacra social de la violencia sobre las mujeres, que parece no cesar.
Toma la palabra el Portavoz del PP, D. Julián Vélez, que expone que en el Congreso de los Diputados PODEMOS votó en contra en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

Sin embargo, ahora, con la situación y composición del gobierno central actual, no entiende por qué no sale adelante esta propuesta.

Entiende que es positivo pedir la eliminación de la prostitución, aunque le parece excesivo que se haga desde el término municipal de San Vicente de la Barquera.

Asímismo, la eliminación de la brecha salarial conlleva unas medidas de ejecución, que conllevaría todo un programa electoral. No se opone al texto de la moción, porque está de acuerdo con muchos extremos, pero se va a abstener por el vacío legal de algunos aspectos.

Toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña (Ganemos Juntos IU), que indica que dentro de la discusión se entiende que nuestro término municipal no es un pueblo perdido de las Galias, por lo que tiene derecho a opinar de la realidad que nos rodea y afecta. Hace el matiz de que se trata de temas sociales, que nos afectan como sociedad, y que es importante abordar y posicionarse.

Cerrado el turno de intervenciones, se somete el asunto a votación, resultando: 3 votos a favor (dos votos del PSOE y 1 voto de Ganemos Juntos-IU), 0 votos en contra y 7 abstenciones (5 abstenciones del PP y 2 abstenciones del PRC), estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación.

Por lo que, por mayoría de votos a favor, se adopta el siguiente acuerdo:

-Que se modifique la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de  Género ampliando la propia definición de violencia de género, cumpliendo con lo ratificado dentro el Convenio de Estambul en 2014. Es decir, que se incluyan las violencias contra las mujeres fuera del ámbito de la pareja o expareja, que se incorpore la violencia sexual, laboral, institucional y también que se incorporen los vientres de alquiler y la prostitución como violencia de género.

-Que se ponga en marcha el Pacto de Estado contra la Violencia de Género. Es inadmisible que después de un año de trabajo en la subcomisión del Congreso, tengamos un pacto insuficiente, sin calendario ni presupuestos decentes; que solo a través del decreto 9/2018 del gobierno del PSOE se hayan puesto en marcha 7 de las 213 medidas, donde el presupuesto desbloqueado para la gestión local no tenga un indicativo de qué objetivos tiene ni cómo debe ser su implantación.

-Que se incluya en los Presupuestos Generales del Estado, la lucha contra la Violencia de Género con una dotación económica suficiente para implementar las políticas de prevención, asistencia, protección, justicia y reparación además de un calendario y una evaluación de las mismas donde se incluya además una partida con una nueva Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer.

-Que existan Planes Estratégicos de Igualdad con recursos humanos y materiales. No existen dichos planes desde 2016, y cuando existieron han sido intermitentes y sin los recursos necesarios.

-Que las campañas promovidas desde la Delegación de Gobierno para la Violencia de Género tengan una perspectiva feminista. No queremos más campañas orientadas a que las mujeres estemos vigilantes y combatamos actitudes y acciones violentas machistas.

-Que se amplíen los cauces de participación de las organizaciones feministas en el Congreso, Senado, Comunidades Autónomas y Ayuntamientos.

-Que se mejoren los datos para la sensibilización social y la planificación y evaluación de las políticas de igualdad. Debemos explicar públicamente por qué ha fallado el sistema de protección y cómo debemos abordarlo.

-Que se enseñe educación afectivo-sexual y contra la discriminación y violencia de género desde la óptica feminista y desde la diversidad sexual e identidad de género en todas las fases educativas.

-Que se desarrollen planes de formación y sensibilización contra la violencia de género de obligado cumplimiento al personal sanitario, educativo, jurídico y a las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, con cursos mantenidos en el tiempo, actualizados y evaluables.

-Que las y los trabajadores sociales, de atención a las víctimas, del teléfono 016 y todo el personal de la Red de Servicios de VG dejen de ser trabajos externalizados, de gestión indirecta y eventuales, para una red de servicios pública y con empleos dignos como primer paso para la buena atención, información y asistencia de las víctimas de VG.

-Que se mejore la asistencia social, jurídica y psicológica establecida en el título II de la Ley 1/2004, con financiación, cooperación interinstitucional, y sin supeditar las medidas a la denuncia judicial de la víctima.

-Que se desarrollen planes laborales efectivos a víctimas con o sin empleo en todo el territorio español para que las mujeres podamos desarrollar una vida digna.

-Que se debata en el Congreso de los Diputados la Ley orgánica para la erradicación de la prostitución, presentada por las diputadas de IU.

-Que se desarrollen medidas legislativas efectivas para la eliminación la Brecha Salarial, incluida la de las pensiones, en el Estado Español.

-Que se desarrolle una Ley Integral para luchar contra la Trata de Seres Humanos, que además de prevenir y perseguir esta lacra y a las redes de delincuentes que se lucran con esta «esclavitud moderna», contenga un plan de integración para las miles de víctimas, la mayor parte mujeres y niñas, aún sin cuantificar en el Estado español, que es uno de los principales destinos europeos de las migrantes captadas por las redes para ejercer la prostitución.

Por todo lo anterior, desde Izquierda Unida exigimos una estrategia estructural que luche en todos los ámbitos, con recursos económicos y humanos suficientes para que la política no se quede en la firma de documentos institucionales mientras tenemos una realidad inadmisible de violencias y desprotección para las mujeres.

Desde nuestra organización apoyamos las movilizaciones organizadas en el Estado español este 25 de noviembre para reivindicar una sociedad libre de violencia de género.

9º.- EXPTE. AYT/1788/2018. GRUPO MUNICIPAL SOCIALISTA. MOCION CON MOTIVO DEL DIA 25 DE NOVIEMBRE, DIA INTERNACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GENERO

Vista la moción presentada por el Grupo Municipal Socialista, en fecha 14 de noviembre de 2.018, nº de Registro de Entrada Municipal 3.888, que se expone a continuación:
“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Todos los días del año deberían ser 25 de Noviembre, Día Internacional contra la Violencia de Género.

El Grupo Socialista quiere manifestar su firme compromiso con las mujeres víctimas de esta lacra social que debe ser erradicada. Y para eso necesitamos el compromiso individual de todos los ciudadanos, hombres y mujeres, y el compromiso colectivo de toda la sociedad. No un solo día, sino todos los días del año. La violencia machista nos interpela a todos y todas y nuestra obligación es combatirla con todos los medios, empezando por las administraciones, cada una desde sus competencias.

Para el PSOE, garantizar una vida libre de violencia para las mujeres, sus hijos/as, es un objetivo prioritario. No seremos una democracia plena mientras existan mujeres amenazadas e inseguras y mientras algunas de estas mujeres acaben asesinadas.

La violencia de género no tiene cabida en la sociedad que queremos ser, ni en la democracia que queremos consolidar. Eliminarla de nuestras vidas y proteger a las víctimas no es una opción, es una obligación. Las mujeres tienen derecho a vivir en libertad y a que sus vidas no estén en peligro por el hecho de ser mujeres.

El combate contra la violencia machista y la atención a las víctimas no podrá avanzar si no se establecen mecanismos de coordinación entre las diferentes administraciones con competencias en la materia. Todas las instituciones han de remar juntas en ese objetivo, por encima de planteamientos políticos y estrategias. Y para que eso sea posible, hay que dotar a las administraciones de los recursos económicos y del personal especializado que se requiere.

El Congreso y el Senado aprobaron hace un año las medidas del Pacto de Estado contra la Violencia de Género con un amplio consenso entre todos los grupos.

Desde junio de 2018, España cuenta con un nuevo Gobierno. Un gobierno feminista comprometido con la igualdad y empeñado en acabar con la violencia de género. De las palabras se ha pasado a los hechos. Del inmovilismo a la acción y se han puesto en funcionamiento muchas de las medidas del Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

En la reunión de la Conferencia Sectorial de Igualdad celebrada el pasado 31 de julio, a la que también asistieron representantes de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), se acordaron por unanimidad los criterios para el reparto de los 100 millones de euros correspondientes a las Comunidades y ciudades Autónomas previstos en el Pacto de Estado, y se distribuyó el fondo procedente de la Delegación de Gobierno contra la Violencia de Género de 9,5 millones de euros. Del mismo modo, se aprobaron los criterios para el reparto de los 20 millones de euros contemplados para los Ayuntamientos.

El 3 de Agosto se aprobó un Real Decreto Ley que ha sido convalidado por unanimidad en el Congreso de los Diputados, que:

· Devuelve las competencias a los Ayuntamientos en la promoción de la Igualdad y la lucha contra la Violencia de Género, y establece el reparto de los 20 millones de euros comprometidos en el Pacto, que se doblarán hasta los 40 millones en el próximo año. Los Ayuntamientos son una pieza imprescindible en esta batalla, el primer recurso y en ocasiones el único, que tienen a su alcance las víctimas.

· Modifica la Ley Integral contra la Violencia de Género para mejorar la asistencia en los procesos judiciales y facilitar el acceso a los recursos de asistencia, al introducir que la acreditación de situaciones de violencia pueda realizarse a efectos administrativos mediante informe de los servicios sociales o de los servicios de acogida. De esta manera se facilita el acceso a derechos laborales y prestaciones de la Seguridad Social.

· Modifica el Código Civil para que los menores expuestos a Violencia de Género sólo necesiten el permiso de un progenitor para recibir atención psicológica. Un maltratador no puede ser un buen padre.

Este Decreto-Ley está siendo tramitado en el Congreso de los Diputados como Proyecto de Ley, tal y como planteó el Gobierno, con el objetivo de que se puedan incorporar al mismo el resto de medidas del Pacto de Estado que requieren modificaciones legales.

Por otro lado, se ha vuelto a poner en funcionamiento el Observatorio de Salud de las Mujeres. También se ha previsto soluciones habitacionales para mujeres víctimas de Violencia de Género dentro del Plan Estatal de Vivienda. Y el próximo curso escolar contará con asignaturas en valores y derechos de igualdad.

Del mismo modo, en estos momentos, se está tramitando en el Congreso de los Diputados la Proposición de Ley del Grupo Parlamentario Socialista para reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el objetivo de formar a los jueces y magistrados en materia de igualdad, así como para aumentar el número de juzgados de lo penal especializados en violencia machista.

También recientemente, el Congreso de los Diputados ha admitido a trámite la Proposición de Ley del Grupo Parlamentario Socialista para garantizar la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, para avanzar en la igualdad efectiva en el ámbito empresarial y laboral.

Por su parte, en el avance de los Presupuestos para 2019, el Gobierno de España se ha comprometido a financiar de manera completa el Pacto de Estado contra la Violencia de Género y a incrementar esta partida, de forma que los Ayuntamientos pasarán a percibir el doble, es decir 40 millones de euros en 2019.

En definitiva, Consenso, sí, pero responsabilidad y celeridad, también. Urgencia, eficacia, lealtad al Pacto de Estado y compromiso político.

Por todo ello, desde el Grupo Municipal Socialista del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera proponemos para su aprobación por el Pleno los siguientes acuerdos:

1.- Que el Gobierno continúe impulsando las medidas recogidas en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género tanto en el ámbito educativo, social, jurídico, económico, de protección, concienciación y sensibilización social.

2.- Instar a las Cortes Generales a agilizar todos los cambios legislativos impulsados por el Gobierno para poder aplicar las medidas contenidas en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género a la mayor brevedad.

3.- Instar al conjunto de los Grupos Parlamentarios de las Cortes Generales a tramitar los Presupuestos Generales de 2019, que supondrán un incremento de las partidas destinadas a Comunidades Autónomas y Ayuntamientos para la lucha contra la Violencia de Género.

4.- Que el Gobierno inste a los medios de comunicación a evitar aquellos contenidos que transmitan un estereotipo de relaciones de pareja basado en comportamientos machistas.

5.- Dar traslado de la Moción y su aprobación al Presidente del Gobierno, la Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, y al Presidente de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP). 

PORTAVOZ GRUPO MUNICIPAL SOCIALISTA

JUAN RAMÓN RUIZ NORIEGA


En San Vicente de la Barquera 12 de noviembre de 2018”

Visto el texto de la moción.

Visto el dictamen favorable emitido por la Comisión Informativa permanente de urbanismo, patrimonio, régimen interior, hacienda y especial de cuentas, en su sesión ordinaria, celebrada en fecha 26 de noviembre de 2.018.

Tras la lectura de la moción, se abre el turno de intervenciones, comenzando D. Dionisio Luguera, Alcalde-Presidente, el cual entiende que esta moción llega tarde por las fechas. Se trata de posicionarse para luchar contra la violencia de género, una lacra social en toda regla.

Interviene el Portavoz de Ganemos -Juntos-IU, D. Martín Ángel Chaves Peña, que explica que se va a abstener por el concepto de violencia de género, entendiendo que se precisa de un concepto más general, en los términos indicados anteriormente.

Toma la palabra el Portavoz del PRC, D. Florencio Roiz, que aclara que votará a favor.

Toma la palabra D. Julián Vélez (PP), que indica que hay dos partes en la moción, por una parte la exposición de motivos, con la que está de acuerdo, y los acuerdos, con los cuales no está del todo de acuerdo, especialmente el punto relativo a los Presupuestos Generales del Estado, por ello su voto será de abstención.
Cerrado el turno de intervenciones, se somete el asunto a votación, resultando el siguiente resultado: 4 votos a favor (2 votos a favor del PSOE, 2 votos a favor del PRC), 0 votos en contra, y 6 abstenciones (cinco votos de abstenciones y un voto de Ganemos Juntos -IU).

Estando presentes diez de los once concejales que componen el número total legal de miembros de la Corporación. Por lo que, por mayoría de votos a favor, se aprueba la siguiente MOCIÓN:

1.- Que el Gobierno continúe impulsando las medidas recogidas en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género tanto en el ámbito educativo, social, jurídico, económico, de protección, concienciación y sensibilización social.

2.- Instar a las Cortes Generales a agilizar todos los cambios legislativos impulsados por el Gobierno para poder aplicar las medidas contenidas en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género a la mayor brevedad.

3.- Instar al conjunto de los Grupos Parlamentarios de las Cortes Generales a tramitar los Presupuestos Generales de 2019, que supondrán un incremento de las partidas destinadas a Comunidades Autónomas y Ayuntamientos para la lucha contra la Violencia de Género.

4.- Que el Gobierno inste a los medios de comunicación a evitar aquellos contenidos que transmitan un estereotipo de relaciones de pareja basado en comportamientos machistas.

5.- Dar traslado de la Moción y su aprobación al Presidente del Gobierno, la Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, y al Presidente de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP). 

PARTE DESTINADA AL CONTROL DE LOS ORGANOS DE GOBIERNO

10º.- DACIÓN DE CUENTAS DE DECRETOS DE ALCADIA

Se informa de las Resoluciones y Decretos dictados por la Alcaldía, desde la última sesión en la que se dio cuenta de los mismos (sesión plenaria ordinaria de fecha 3 de octubre de 2.018), del número 1366/2018, de fecha 28 de septiembre de 2.018, hasta la Resolución nº 1707/2018, de fecha 26 de noviembre de 2.018, ambas inclusive.

El Pleno queda enterado.

Dación de cuenta de informes de reparo de la Intervención municipal: 

.
-Reparo nº 9/2018, de fecha 14 de junio de 2.018 (Obras Polideportivo Municipal). Se levanta el reparo mediante Resolución de Alcaldía nº de referencia 1717/2018, de fecha 28 de noviembre de 2.018.

-Reparo nº 14/2018, de fecha 5 de octubre de 2.018 (subvención iluminación Led Casa Consistorial). Se ha pedido ampliación plazo subvención.

-Reparo nº 16/2018, de fecha 15 de noviembre de 2.018 (alumbrado navideño). Se levanta el reparo mediante Resolución de Alcaldía nº 1628/2018, de fecha 15 de noviembre de 2.018.

-
-DACIÓN DE CUENTA DE INFORME DE MOROSIDAD correspondiente al tercer trimestre de 2.018, elaborados por el Departamento municipal de Intervención, en virtud de lo preceptuado en el artículo 4.3 de la Ley  15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley sobre medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, que regula la morosidad de las Administraciones Públicas. Período medio de pago a proveedores 16,22 días. 

El Pleno queda enterado

DACIÓN DE CUENTA DE INFORMES DE ALCALDÍA:

El Alcalde-Presidente explica los actos, reuniones y eventos acaecidos desde la celebración de la última sesión plenaria:

Primeramente, explica el evento celebrado en Sevilla por la FEMP, en relación a la modernización de la información a través de internet y su influencia en los servicios públicos. Hace referencia a las charlas e información en relación al acceso a Internet en los pequeños pueblos, en relación a los servicios, por ejemplo a los servicios médicos, etc. Destaca que la escasez de servicios en los pequeños pueblos dan lugar a la despoblación de los núcleos rurales. Expone que un técnico explicó que a través de satélite se podría disponer de Internet en todos los núcleos.

Hace referencia al tema de la fibra óptica en poblaciones de menos de cincuenta mil habitantes.

Se debatió la problemática de la despoblación en los núcleos rurales, y la soledad de los mismos.

Hace referencia a la reunión mantenida con la Directora General de Turismo, en relación al tema de Villas Marineras, para elaborar proyectos en común, sobre todo en temas de turismo de Pesca y de vela.

Ha mantenido recientemente reunión con la Directora de Deportes, en relación a la salida de la vuelta ciclista. En fecha 19 de diciembre de 2.018, ha sido invitado a la presentación del evento de la vuelta ciclista.

ASUNTOS DE URGENCIA:
Visto el precepto 91.4 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales  o ROF, aprobado por RD 2.568/1986, de 28 de noviembre, por el cual el Alcalde-Presidente, pregunta a los presentes si algún grupo desea plantear algún asunto de urgencia, no incuido en el orden del día, y que no quepa en el ámbito de ruegos y preguntas.

Visto este extremo, se plantea la moción de urgencia, presentada por el Grupo Popular Municipal:

MOCIÓN DE URGENCIA PRESENTADA POR EL GRUPO MUNICIPAL POPULAR SOLICITANDO LA REDACCIÓN DE UN PLAN DE ACTUACIÓN CONJUNTA DE PLAYAS.
Se propone  en virtud de los artículos 82.3 y 83 del ROF, 91.4 ROF 126.2  Reglamento de Organización y funcionamiento 2568/1986, de 28 de noviembre, en relación al artículo 47.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, LRBRL.
Visto el texto de la moción, que se expone a continuación:
“Julián Vélez González, portavoz del Grupo Municipal Popular del Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, al amparo del Reglamento de Régimen Interior, propone para su debate y votación en el Pleno, la siguiente MOCIÓN, presentada en Registro de Entrada Municipal de fecha 26 de noviembre de 2.018.

Nuestras playas son sin duda, el mejor reclamo que nuestro pueblo tiene de cara al sector turístico.

Mantener sus grandes valores naturales, ha de ser uno de nuestros objetivos, pero eso no ha de estar reñido, con dotarlas de unos servicios de calidad, y unas instalaciones modernas, perfectamente integradas en el medio ambiente.

De las muchas actividades que se realizan en ellas, el surf es sin duda una de las más importantes.

El potencial de nuestras playas para la práctica de este emergente deporte, es extraordinario.

Las características de la playa en general, la facilidad de accesos y los atractivos de nuestro pueblo desde el punto de vista ambiental, lo convierten en uno de los destinos con más posibilidades de futuro de todo el litoral cantábrico.

Contamos con un número importante de escuelas, que cuentan además con comercios e instalaciones especializadas, para dar la respuesta adecuada a los muchos practicantes de este deporte.

Suponen a día de hoy, una de las actividades más en auge, que genera un importante número de puestos de trabajo.

Recordemos además que es una actividad, que ayuda como pocas a hacer viable la famosa desestacionalización del sector turístico.

Por este motivo, es prioritario, dotar a nuestra playa de servicios acordes a la demanda de los bañistas en general, y de los practicantes del surf en particular.

Las instalaciones de servicios con que cuenta, se van quedando obsoletas y funcionan solo en verano, por eso se precisa dotar de servicios para el resto de la temporada, y adecuarlos en estética y contenidos a las necesidades actuales. La posibilidad de construir un denominado “centro de surf” que disponga de unas instalaciones de duchas, baños y vestuarios, dotaría a la playa de los servicios demandados.

Todas las actuaciones que se decidan llevar a cabo, han de ser ubicadas en terrenos de Dominio Público Marítimo Terrestre.

La gestión de dicho suelo, y las autorizaciones precisas para actuar en él, corresponden a la Demarcación de Costas de Cantabria, dependiente del Ministerio de Medio Ambiente.

A la vista de lo anteriormente expuesto el Grupo Popular somete a la consideración del pleno la siguiente propuesta de resolución:
· La redacción de un Plan actuación conjunta necesario para las playas.

· Solicitar a la Demarcación de Costas de Cantabria, la concesión administrativa de uso de los espacios necesarios para llevarla a cabo.

En San Vicente de la Barquera a 26 de noviembre de 2018”
EL PORTAVOZ DEL GRUPO POPULAR

Julián Vélez González

Se expone por el Portavoz del PP, la motivación de la urgencia en el tratamiento de esta moción, precisamente, en la fecha de la reunión celebrada en fecha 26 de noviembre para solicitar la reordenación a Costas de los servicios de Playas y tener un punto que aglutina fuera de temporada a los servicios de surf, y en temporada de playa a las dotaciones de servicios. Se apuntan algunos contenidos, pero no todos loscontenidos acotados. De ahí precisamente la urgencia, en aras a la adopción de un acuerdo y luego dirigirse a la Demarcación de Costas y pormenorizar luego los extremos (ejemplo accesos, aparcamientos, etc).

El Alcalde-Presidente, D. Dionisio Luguera, expone que tiene planteada una reunión próximamente en Costas, para tratar varios temas, como el del aparcamiento de la playa de Merón, los accesos a la playa, dotaciones etc.

Por lo que, propone dejar sobre la mesa este tema, hasta la celebración de esta reunión.

Toma la palabra el Portavoz del PP, D. Julián Vélez, que hace referencia a una reunión de Costas en Madrid, incluso a la que él ha asistido y al acuerdo de pleno -por escrito- esto no impide la reunión.

Toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña -Ganemos Juntos IU-, que indica que le parece interesante dejar este tema sobre la mesa, para ver las propuestas claras. Es decir, abordar este tema en una reunión posterior, estudiando cada propuesta de forma detallada.

El Portavoz del PP, aporta como experiencia que en los casos en que la resolución corresponde al organismo de Costas de Madrid, se debe emitir informe desde Cantabria, y se debe pedir cita previa a Madrid.

Se acuerda dejar el tema pendiente de ulterior debate y tratamiento, en su caso.
No se vota la urgencia del tema. Por lo que la moción no se vota. Se deja pendiente.
11º.- EXPTE. AYT/846/2018. CONVOCATORIA MESA DE NEGOCIACION ENTRE LOS SINDICATOS Y EL AYTO DE SAN VICENTE DE LA BARQUERA.  

RATIFICACIÓN DE RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA 1581/2018, de fecha 9 de noviembre de 2.018.

Visto el texto de la Resolución de Alcaldía, que se expone a continuación:
“ASUNTO.- APROBACIÓN DE LA JORNADA LABORAL DE 35 HORAS SEMANALES. EN LOS TÉRMINOS DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL 144 DE LA LPGE (Ley 6/2018, de 3 de julio de Presupuestos Generales del Estado de 2.018), Y ASÍMISMO, DE LOS PRECEPTOS 36.3 Y 37 1.g y k del TREBEP).

I.- Vista la Propuesta del Alcalde, de fecha 22 de octubre de 2.018.

II.- Vista la Disposición adicional centésima cuadragésima cuarta de la LPGE, Ley 6/2018, de 3 de julio de Presupuestos Generales del Estado de 2.018. Jornada de trabajo en el Sector Público.
“Uno. A partir de la entrada en vigor de esta Ley, la jornada de trabajo general en el sector público se computará en cuantía anual y supondrá un promedio semanal de treinta y siete horas y media, sin perjuicio de las jornadas especiales existentes o que, en su caso, se establezcan.

A estos efectos conforman el Sector Público:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales, las autoridades administrativas independientes, y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia dependientes o vinculadas a una Administración Pública o a otra entidad pública, así como las Universidades Públicas.

d) Los consorcios definidos en el artículo 118 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

e) Las fundaciones que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o cuyo patrimonio fundacional esté formado en más de un 50 % por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

f) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de las mencionadas en las letras a) a e) del presente apartado sea superior al 50 %.

Dos. No obstante lo anterior, cada Administración Pública podrá establecer en sus calendarios laborales, previa negociación colectiva, otras jornadas ordinarias de trabajo distintas de la establecida con carácter general, o un reparto anual de la jornada en atención a las particularidades de cada función, tarea y ámbito sectorial, atendiendo en especial al tipo de jornada o a las jornadas a turnos, nocturnas o especialmente penosas, siempre y cuando en el ejercicio presupuestario anterior se hubieran cumplido los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto. Lo anterior no podrá afectar al cumplimiento por cada Administración del objetivo de que la temporalidad en el empleo público no supere el 8 % de las plazas de naturaleza estructural en cada uno de sus ámbitos.

De acuerdo con la normativa aplicable a las entidades locales, y en relación con lo previsto en este apartado, la regulación estatal de jornada y horario tendrá carácter supletorio en tanto que por dichas entidades se apruebe una regulación de su jornada y horario de trabajo, previo acuerdo de negociación colectiva.

Tres. Asimismo, las Administraciones Públicas que cumplan los requisitos señalados en el apartado anterior, podrán autorizar a sus entidades de derecho público o privado y organismos dependientes, a que establezcan otras jornadas ordinarias de trabajo u otro reparto anual de las mismas, siempre que ello no afecte al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto, así como al objetivo de temporalidad del empleo público en el ámbito respectivo a que se hace referencia en el apartado Dos anterior.

Cuatro. Quedan sin efecto las previsiones en materia de jornada y horario contenidas en los Acuerdos, Pactos y Convenios vigentes o que puedan suscribirse que contravengan lo previsto en esta disposición.

Cinco. Cada Administración Pública, previa negociación colectiva, podrá regular una bolsa de horas de libre disposición acumulables entre sí, de hasta un 5 % de la jornada anual, con carácter recuperable en el periodo de tiempo que así se determine y dirigida de forma justificada a la adopción de medidas de conciliación para el cuidado y atención de mayores, discapacitados, e hijos menores, en los términos que en cada caso se determinen. La Administración respectiva deberá regular el periodo de tiempo en el que se generará la posibilidad de hacer uso de esta bolsa de horas, los límites y condiciones de acumulación de la misma, así como el plazo en el que deberán recuperarse.

Igualmente, y en el caso de cuidado de hijos menores de 12 años o discapacitados, podrá establecerse un sistema específico de jornada continua.

Seis. Esta disposición tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.7.ª, 149.1.13.ª y 149.1.18.ª de la Constitución.”

III.- Visto el informe emitido por la Intervención Municipal, en fecha 11 de octubre de 2.018, obrante en el expediente, según el cual esta Administración ha cumplido los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto en el ejercicio anterior, sin que la medida afecte al objetivo de temporalidad del empleo público (que no superen el 8% de las plazas de naturaleza estructural).

IV.- Visto el acuerdo adoptado por la mesa negociadora, de fecha 22 de octubre de 2.018, cuya acta obra en el expediente de referencia.
Vistos los antecedentes expuestos, y los fundamentos de derecho indicados, (Disposición Adicional 144 LPGE 2018, así como preceptos 36.3 y 37 1.g y K del TREBEP), artículo 21.1 H) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, RESUELVO:

PRIMERO.- La aprobación de la jornada de trabajo de 35 horas semanales para los empleados públicos del Excmo. Ayuntamiento de San Vicente de la Barquera, de trabajo efectivo semanal, en promedio de cómputo anual, con efectos a partir del 2 de noviembre de 2.018, en función de los distintos departamentos. No obstante, en los Departamentos de Servicios Generales, se podrá adoptar el horario de entrada de 8 y salida a las 15 horas o entrada a las 8,30 horas y salida a las 15,30 horas. En todo caso, el Registro de Entrada y Salida Municipal mantendrá su horario de 8,30 a 14,30 horas. Ello sin perjuicio de los horarios específicos, adaptados a los Servicios especiales, de Obras, Turismo o Policía Local, pendientes de aprobar su propio calendario laboral.

Lo anterior no podrá afectar al cumplimiento por cada Administración del objetivo de que la temporalidad en el empleo público no supere el 8 % de las plazas de naturaleza estructural en cada uno de sus ámbitos.

SEGUNDO.- Se ratifique esta Resolución por el órgano plenario. Comuníquese esta Resolución al Departamento Municipal de Recursos Humanos.”
Se explica el tema brevemente por el Alcalde-Presidente.

Indica que en base a la DA 144 de la LPGE de 2.018, se ha emitido informe de intervención, y asimismo, se ha celebrado Mesa de Negociación, para disponer de la jornada laboral de 35 horas. Y ello porque desde el año 2012 hasta 2018, los trabajadores públicos han visto limitados sus derechos por las consecuencias de la crisis económica. Entiende que ya no estamos en época de crisis y que se ha hecho una concesión a los trabajadores. Aboga por el personal municipal, por su trabajo.
Toma la palabra D. Martín Ángel Chaves Peña, Portavoz de Ganemos Juntos IU, que se muestra a favor de los trabajadores, de sus condiciones, y está a favor de las condiciones laborales de los trabajadores públicos y privados.

Añade que actualmente no se puede contratar personal temporal, ni tampoco ampliar la plantilla para dar salida a los problemas de los vecinos.

Entiende que se necesita más personal para abordar los servicios.

Toma la palabra el Portavoz del PRC, D. Florencio Roiz, que se muestra a favor en el fondo del asunto, y no en las formas. Siempre y cuando nos dejen contratar a más personal y no menos, para poder prestar servicios adecuadamente.

Y parece incoherente que desde la Administración Estatal se permita adoptar esta medida, no es el momento para conceder este Derecho, sino se permite contratar a más personal.

Interviene el Portavoz del PP, D. Julián Vélez, el cual expone que cuando él fue concejal de personal, en los años 90, en una mesa de negociación, el primer punto del orden del día era la fijación de la jornada laboral, y no se avanzó al segundo punto hasta que no se cumpliera la jornada laboral íntegra.

El retraso y el bloqueo del Ayuntamiento por la escasez de personal no permite esta jornada.

Los funcionarios no deben ser una élite desigual a los demás ciudadanos o demás trabajadores.

Le parece que es una incoherencia la rebaja a las 35 horas. Y que los vecinos del Ayuntamiento esperen por el trabajo.

El PP entiende que se debe ajustar la jornada laboral a las necesidades de los vecinos y del Ayuntamiento, no a las necesidades de los trabajadores, creando estas élites. Entiende que es una forma de que el PSOE quede bien de cara a las elecciones próximas.

D. Florencio Roiz portavoz del PRC se muestra asombrado con las palabras de Julián, y los términos empleados.

El Portavoz del PP aclara que la jornada laboral será la que corresponda por ley, aunque indica que se tratará de menos horas y días de trabajo, y bien parece una medida para quedar bien con los trabajadores.

El Alcalde-Presidente, D. Dionisio Luguera, aclara que son derechos de los trabajadores, que vienen desarrollados en una normativa de rango estatal. Se trata de trabajadores.

Se somete el Decreto a Ratificación, arrojando el siguiente resultado: 2 votos a favor del PSOE, 7 votos en contra ( 5 votos en contra del PP y 2 votos en contra del PRC), y un voto de abstención de Ganemos Juntos -IU. Por lo que, por mayoría de votos en contra, no se ratifica la Resolución.

12º.- MOCIONES, RUEGOS Y PREGUNTAS

Abierto este punto por la Alcaldía, en primer lugar, toma la palabra el Portavoz del PP, que hace referencia al borrador de Presupuestos generales de la CCAA, con dotaciones para Comillas por ejemplo, y nada para nuestro término municipal, ni la mejora de Oyambre, ni del Puerto Deportivo. Pregunta si no hubo gestión en este sentido.

El Alcalde-Presidente, D. Dionisio Luguera contesta que en fechas próximas mantendrá reunión con el Delegado del Gobierno y abordará estas materias.

Y no habiendo más asuntos a tratar, siendo las 21,15 horas del día señalado al comienzo, el Sr. Alcalde-Presidente ordena levantar la sesión, de todo lo cual como Secretaria, doy fé.

	VºBº El Alcalde-Presidente
	El Secretario 



	DIONISIO LUGUERA SANTOVEÑA 
	YOVANA MENÉNDEZ GARCÍA 




















Calle Alta, 10 - C.P.- 39540 - San Vicente de la Barquera - C.I.F P3908000G - Tlf.942710012 - www.sanvicentedelabarquera.es 

Código de Verificación

²5P3D5Q3B0U3H6O2P11X4F»
²5P3D5Q3B0U3H6O2P11X4F»
5P3D5Q3B0U3H6O2P11X4


